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RESOLUCIÓN 28/2025

En Vitoria-Gasteiz, a 26 de septiembre de 2025.

[bookmark: _Hlk161654240]El Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales de la Diputación Foral de Álava ha dictado la siguiente RESOLUCIÓN en relación con el Recurso Especial en materia de contratación interpuesto por XXXXXXXXXXXX, en representación de la UTE INGARTEK-TICMOVEO SL., contra el Acuerdo de adjudicación del lote 3 del expediente de contratación 24-C-27 “Renovación de la plataforma y equipamiento embarcado del transporte regular de ALAVABUS y del transporte comarcal”, lote cuyo objeto es “asistencia técnica a la renovación ITS de la DFA”
Son partes en dicho recurso: como RECURRENTE, UTE INGARTEK-TICMOVEO SL y, como DEMANDADA, la DIPUTACIÓN FORAL DE ALAVA.
Visto el recurso especial interpuesto, este Órgano efectúa las siguientes consideraciones:

ANTECEDENTES DE HECHO

1º. Con fecha 23 de diciembre de 2024 el Consejo de Gobierno Foral de la DFA aprueba el procedimiento de licitación para la contratación del expediente 24-C-27: “Renovación de la plataforma y equipamiento embarcado del transporte regular de ALAVABUS y del transporte comarcal”, lotes 1, 2 y 3, con un valor estimado total de 3.059.454,55 euros, IVA excluido. En el caso del lote 3, el presupuesto ascendía a 328.884,17 € más IVA.
[bookmark: _Hlk69195781]2º. Por Acuerdo del Consejo de Gobierno Foral de la DFA 353/2025, de 17 de junio, se adjudica el lote 3 “servicio de asistencia técnica a la renovación ITS de la DFA” a TEKIA INGENIEROS, SA. El Acuerdo se publica en el perfil del contratante el mismo 17 de junio de 2025.
3º. El 8 de julio de 2025 tiene entrada en el Registro Electrónico Común el escrito de interposición de recurso especial en materia de contratación presentado por la mercantil UTE INGARTEK-TICMOVEO SL, en impugnación del acto de adjudicación. En el suplico del recurso, la recurrente solicita la nulidad de la resolución de adjudicación del Lote 3, así como el mantenimiento de la suspensión cautelar automática del procedimiento de contratación hasta la resolución del recurso, conforme al artículo 53 de la LCSP. Además, reitera expresamente la solicitud de acceso completo al expediente administrativo del Lote 3 para poder revisar y, en su caso, completar sus argumentos de recurso tras el acceso a la documental aportada en los sobres A, B y C y la justificación de la oferta a la baja presentada por TEKIA INGENIEROS, S.A.

4º.- En cumplimiento de lo previsto en el artículo 56.2 de la LCSP, por correo electrónico de 19 de marzo de 2025 se solicitó al órgano tramitador el expediente administrativo y su informe sobre el RE, recibido el 7 de abril de 2025, en el que se opone al recurso especial.
5º.- En aplicación del artículo 56.3 de la LCSP, el 9 de julio de 2025 se dio traslado del recurso a la empresa adjudicataria TEKIA INGENIEROS SA concediéndole un plazo de 5 días hábiles para formular cuantas alegaciones estimara convenientes. La adjudicataria presentó alegaciones el día 16 de julio de 2025.
6º.-El día 10 de julio de 2025 este Órgano acordó por Resolución 21/2025 mantener la medida provisional de suspensión de la licitación, solicitada por el recurrente.
7º El órgano de contratación remite el 1 de setiembre de 2025, por correo electrónico, el informe de contestación al recurso, emitido por el Servicio de Movilidad y Transportes, y que finaliza con la propuesta de desestimar íntegramente el recurso especial en materia de contratación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO. Es objeto del presente procedimiento la resolución del recurso especial en materia de contratación interpuesto por don Enrique Palma Villalón, quien actúa en representación de la entidad UTE INGARTEK-TICMOVEO SL contra la decisión de adjudicar el contrato a TEKIA INGENIEROS, SA por Acuerdo del Consejo de Gobierno Foral 353/2025, de 17 de junio.

A la vista del valor estimado del contrato y de las previsiones del art. 44 de la LCSP que dispone en su apartado 1.a) que serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación los actos y decisiones que refieran a contratos de servicios con un valor estimado superior a cien mil euros, así como en el apartado b) sobre Acuerdos marco que tengan por objeto alguno de los contratos descritos en la letra anterior,  puesto en relación con la letra c del apartado 2) del mismo artículo, que indica que podrán ser objeto de recurso, entre otras actuaciones, “los acuerdos de adjudicación”, puede concluirse que el acto es susceptible de impugnarse mediante recurso especial en materia de contratación.

SEGUNDO. La competencia para resolver el presente recurso especial corresponde a este Órgano conforme a lo establecido en el art. 46.5 LCSP, y en el Decreto Foral 44/2010, de 28 de septiembre, del Consejo de Gobierno Foral , cuyo apartado 2.1, relativo a las competencias, establece que “corresponde al Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales el conocimiento y resolución de los recursos relativos a los contratos del sector público en los que sea parte la Diputación Foral de Álava o alguno de los órganos dependientes o vinculados a la misma y, en particular, los Organismos Autónomos Forales, las Sociedades Públicas Forales y todos aquellos poderes adjudicadores que estén bajo su control.”

TERCERO. - La entidad reclamante ostenta legitimación de acuerdo con el artículo 48 de la LCSP, que señala en su párrafo primero que “podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del recurso”. 

CUARTO. - El recurso se ha interpuesto en el plazo de quince días hábiles establecido en el artículo 50.1 d) de la LCSP, a contar a partir del día siguiente a aquel en que se haya notificado la adjudicación, que fue publicada en la plataforma de contratación de Euskadi el 17 de junio de 2025.

QUINTO. – En cuanto a los motivos que sustentan el recurso, UTE INGARTEK-TICMOVEO SL los distribuye en varios bloques:


Primero, insiste en que los informes de valoración, tanto de la oferta técnica como de la justificación de baja anormal, no fueron accesibles para la UTE hasta después de la resolución de adjudicación, motivando la falta de acceso completo al expediente y causando con ello una limitación a su derecho de defensa.


Segundo, denuncia que el informe de valoración del órgano de contratación, respecto al apartado “Previsión de las tareas a realizar”, otorgó a la UTE 4,5 puntos de 6, calificando su planteamiento como “bueno pero inferior” al de SAITEC y TEKIA, pero sin una justificación objetiva y suficiente de por qué su propuesta es considerada inferior ni explicar la diferencia concreta en la asignación de puntos. Indica, asimismo, que en otros apartados técnicos similares, la propuesta de la UTE es considerada la mejor, pero en apartados como seguimiento de trabajos, pruebas de control y documentación de actuaciones, el informe iguala la puntuación de las tres ofertas (“equivalentes y óptimas”), aun cuando, según la UTE, su oferta incorpora medidas y herramientas adicionales no ofrecidas por las otras empresas, como utilización de herramientas digitales reconocidas, planes de pruebas por subsistema y doble verificación documental basada en ISO 9001 y repositorio GIT.


Tercero, respecto a la baja anormal de TEKIA INGENIEROS, S.A., se alega que el informe justificativo es “sucinto”, “poco clarificador” y que la falta de acceso a la documentación presentada por TEKIA para dicha justificación impide a la UTE acreditar si la baja económica ofertada estaba realmente justificada conforme a los requisitos legales y del pliego. La UTE resalta que tanto su oferta como la de SAITEC presentan precios similares. Solicita, en este sentido, un acceso completo al expediente relativo a la oferta y justificación de TEKIA, para revisar si la justificación de la baja se ajustó a derecho.


SEXTO. -El órgano de contratación, en informe fechado el 26 de agosto de 2025, solicita la desestimación del recurso especial y responde a los argumentos del recurso de UTE INGARTEK-TICMOVEO SL. En primer lugar, sobre la falta de acceso completo al expediente de contratación, se mencionan las comunicaciones establecidas con la Secretaría Técnica de Infraestructuras Viarias y Movilidad, que informó a la recurrente sobre cómo proceder para examinar el expediente, indicando la exigencia de cita previa. Según el informe, la empresa no llegó a concertar dicha cita, por lo que la documentación continuó su tramitación ordinaria.

En segundo lugar, sobre la valoración de los aspectos no evaluables mediante fórmulas, a lo largo del análisis se indica que la UTE recurrente obtuvo 47,5 de los 49 puntos posibles. El informe enfatiza que la asignación de puntos siguió criterios homogéneos en todos los apartados, lo que no empece a que las valoraciones realizadas por apartados diferenciados sean independientes entre sí, es decir, que obtener la máxima puntuación en unos apartados no implica automáticamente la máxima puntuación en los restantes.

Sobre la supuesta insuficiencia de motivación, el órgano de contratación sostiene que la proporcionalidad y justificación se mantuvieron en todos los apartados valorados, habiendo otorgado la mejor puntuación técnica a la UTE recurrente, por encima de SAITEC, S.A. y TEKIA INGENIEROS, S.A, pero que el modelo mixto de evaluación previsto en los pliegos no otorgaba la contratación automática a la mejor oferta técnica, sino a la más ventajosa en el cómputo global de criterios técnicos y económicos.

Finalmente, respecto a la motivación y suficiencia del informe justificativo de la baja anormal de la oferta de TEKIA INGENIEROS, S.A., el informe transcribe el contenido literal de dicho documento emitido el 15 de abril de 2025. En él se recoge que TEKIA aportó un desglose detallado de costes del equipo de trabajo (incluyendo salarios, Seguridad Social e incrementos por convenio), presentación de costes adicionales por personal de apoyo, cálculo de gastos generales y beneficio industrial conforme a la LCSP y evidencia de experiencia previa en proyectos de características similares. Por ello la baja ofertada por TEKIA se consideró debidamente justificada y coherente con la estructura de costes presentada, permitiendo así su continuidad en el procedimiento de contratación.


SEPTIMO. -Por su parte, la adjudicataria TEKIA INGENIEROS SA alega en primer lugar que, al tratarse de un contrato financiado por fondos PRTR, el plazo de interposición del recurso especial en materia de contratación es de diez días naturales a contar desde la notificación de la adjudicación, tal y como establece el artículo 58.1.a) del Real Decreto-ley 36/2020 y el artículo 50.1.d) de la LCSP. Como el recurso fue presentado pasado dicho plazo, considera que el recurso debe ser inadmitido conforme al artículo 55.d) de la LCSP.

Subsidiariamente, la adjudicataria defiende la correcta valoración técnica de las ofertas presentadas, fundamentada en los criterios del PCAP y que no ha sido desvirtuada ni se ha acreditado error o arbitrariedad por parte del recurrente. Asimismo, considera que los informes técnicos cumplen adecuadamente con el deber de motivación, permitiendo a los licitadores conocer las razones de la puntuación otorgada, sin obligación de desarrollar de manera exhaustiva cada diferencia entre ofertas.

Respecto a la justificación de la viabilidad de la oferta la adjudicataria explica con detalle el proceso de justificación, el análisis de costes, sin descuidar la motivación del informe que admite la oferta, que considera suficiente, coherente y conforme a derecho, citando resoluciones de los tribunales administrativos de recursos contractuales que avalan la suficiencia de motivaciones racionales respecto a las ofertas incursa en baja.

Por último, TEKIA indica que la documentación relevante del proceso de licitación se encontraba publicada, y que el acceso general al expediente no es ilimitado; por lo que la solicitud de la recurrente de acceso completo al expediente equivale a una petición genérica para revisar el expediente a posteriori.


OCTAVO. -Valoración del OAFRC.

En primer lugar, debe resolverse el motivo de inadmisibilidad del recurso alegado por la adjudicataria TEKIA, basado en una posible extemporaneidad. El informe del órgano de contratación no repara en ello, pues indica que el recurso se ha presentado en el plazo de 15 días hábiles desde la publicación del Acuerdo de adjudicación en el perfil del contratante. No obstante, tal y como señala TEKIA, el contrato está financiado por fondos PRTR. El Cuadro de características de la contratación lo recoge de esta forma en el apdo. A.1 dedicado a su objeto: “Este contrato se enmarca en el subproyecto “Digitalización de los servicios administrativos de País Vasco en relación con el transporte por carretera o por ferrocarril”, financiado por los fondos Next Generation EU en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, dentro de la Componente 6 “Movilidad sostenible, segura y conectada” y la Inversión 4 “Programa de apoyo para un transporte sostenible y digital” y la medida 15 “Programa de apoyo para un transporte sostenible y digital”. Por tanto, el plazo de interposición del recurso especial sería de diez días naturales a contar desde la notificación de la adjudicación, de conformidad con el artículo 58.1.a) del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Sucede, no obstante, que, en la parte dispositiva del Acuerdo recurrido, apdo. noveno, se informaba a los licitadores de la posibilidad de interponer recurso especial en materia de contratación en el plazo de quince días hábiles siguientes a su publicación en el perfil del contratante. Si consideramos estas indicaciones del órgano de contratación, el recurso especial de la UTE estaría interpuesto dentro del plazo.

[bookmark: LOC_F50]Aplicando el principio pro actione, vamos a rechazar la excepción de inadmisibilidad del recurso, pues el pie de recurso debe prevalecer, como así se declara en la Sentencia nº 190/2023 del TSJ Aragón (Sala de lo Contencioso-Administrativo), de 15 de junio, rec. 28/2022, pues habiendo sido un error de la administración convocante, no puede ahora privarse al interesado del derecho a recurrir. Este fundamento entronca directamente con el principio de buena fe y confianza legítima:  si la Administración notifica un plazo incorrecto para recurrir, el recurrente debe poder confiar legítimamente en esa información, y no puede verse perjudicado por ese error administrativo. Una inadmisión por extemporaneidad vulneraría los mencionados principios.

En segundo lugar, hay que analizar el alegato de indefensión por no haber tenido acceso completo al expediente de licitación. En concreto, la recurrente alude a la oferta presentada por la empresa adjudicataria en el sobre B y a la documental justificativa de la baja temeraria. En el hecho 10º del recurso se menciona la petición de acceso realizada (documentos 10 A y 10 B) y la contestación del órgano de contratación (documento 10 C). Se menciona un contacto telefónico con la Secretaría de la Mesa de Contratación. No obstante, en el escrito de contestación de 2 de julio de 2025 se requiere que se ponga en contacto con el Negociado de Infraestructuras Viarias y Movilidad y se facilita un número de teléfono para poder concertar cita y hora para la vista del expediente. En el informe sobre el recurso que emite el órgano se recoge que “la empresa no llegó a concertar cita para examinar el expediente”. El art. 52 LCSP estable la obligación del órgano de contratación de facilitar al recurrente el acceso al expediente, y en caso de incumplimiento, según se recoge en el apartado tercero, sería preceptivo conceder al recurrente el acceso al expediente de contratación en sus oficinas por plazo de diez días. Sin embargo, de lo expuesto con anterioridad este órgano no puede deducir que se ha producido la vulneración del derecho a consultar el expediente, pues el órgano de contratación contestó a la solicitud de acceso en sentido afirmativo, con la única condición de acordar una fecha y hora para facilitar el acceso al expediente. Esta situación es parangonable a la que resolvió el Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, por Sentencia de 26-03-2001, rec. 8940/1996. Y es que la Sala desestimó las alegaciones vertidas por el recurrente en este sentido, porque de las pruebas practicadas no se demostró la imposibilidad efectiva de acceder a la documentación, ni impidió a la recurrente hacerlo. Por lo expuesto, este órgano no aprecia motivos para estimar la pretensión del recurrente y que pueda completar su recurso en un momento posterior.

Entrando al fondo de asunto, el primer reparo de la recurrente se dirige a la valoración indebidamente baja y no justificada de la oferta de la UTE (apdo. A del F.D. VI del recurso). A su vez, este apdo. se estructura en torno a 7 aspectos:

1st. Sobre el cumplimiento íntegro y detallado de los requisitos del pliego de prescripciones técnicas.
2nd. Comparativa objetiva frente al resto de licitadores.
3rd. Incongruencia con la propia valoración del órgano de contratación.
4th. Vulneración del principio de igualdad y objetividad.
5th. Insuficiente motivación en la asignación de puntuaciones equivalentes en apartados clave.
6th. Incoherencia en el criterio de proporcionalidad.
7th. Perjuicio para la UTE.

Como corolario de su exposición, la recurrente solicita que se revise al alza la puntuación en el apartado “previsión de las tareas a realizar”, y entiende plausible obtener la máxima puntuación prevista en ese apartado, 6 puntos, en lugar de los 4,5 puntos que obtuvo. La recurrente alega que es injustificada la diferencia de puntos con el resto de las licitadoras en ese apartado “previsión de las tareas a realizar”, y entiende plausible obtener la máxima puntuación prevista en ese apartado, 6 puntos, en lugar de los 4,5 puntos que obtuvo, porque considera que su oferta cumple y supera los requisitos del pliego técnico.

Para empezar, este órgano debe determinar si la motivación en la adjudicación de este lote 3 del contrato ha sido suficiente o puede resultar, en su defecto, una decisión arbitraria. La jurisprudencia ha declarado que la motivación exigida no es de carácter exhaustivo, pero debe ser suficiente para permitir a los licitadores discutir dichas puntuaciones y no causar indefensión. El art. 151.1 LCSP requiere que la adjudicación esté motivada: “La resolución de adjudicación deberá ser motivada y se notificará a los candidatos y licitadores, debiendo ser publicada en el perfil de contratante en el plazo de 15 días.”. Y en el apartado segundo de este artículo se dan las claves de cómo debe ser esa motivación:

“...la notificación y la publicidad a que se refiere el apartado anterior deberán contener la información necesaria que permita a los interesados en el procedimiento de adjudicación interponer recurso suficientemente fundado contra la decisión de adjudicación, y entre ella en todo caso deberá figurar la siguiente:

a) En relación con los candidatos descartados, la exposición resumida de las razones por las que se haya desestimado su candidatura.
...
b) En todo caso, el nombre del adjudicatario, las características y ventajas de la proposición de los adjudicatarios determinantes de que haya sido seleccionada la oferta de este con preferencia respecto de las que hayan presentado los restantes licitadores cuyas ofertas hayan sido admitidas; y, en su caso, el desarrollo de las negociaciones o el diálogo con los licitadores.

Por tanto, para dar por cumplida la obligación de motivación, la clave está en comprobar si la decisión de adjudicación contenía o no un mínimo razonamiento valorativo al respecto que permitiera conocer el motivo de las distintas puntuaciones otorgadas a los licitadores, lo que incluye tanto a la demandante como a los restantes participantes en la licitación del contrato (Sentencia 316, de 24 de setiembre de 2024, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ Galicia, rec. 7099/2023). Consta publicado en el perfil del contratante el informe de valoración de las ofertas técnicas, de 11 de marzo de 2025, que sustenta la decisión de adjudicación. En el mencionado informe, los técnicos recogen en primer lugar los criterios que se tomarían en cuenta para la valoración, según el apdo. M del Cuadro de Características. A continuación, describe el contenido de cada uno de los apartados a valorar, no sujetos a fórmulas matemáticas, según se recogen en los pliegos de la contratación. El primero es PRESENTACIÓN Y DESCRIPCIÓN DE LA PROPUESTA (15 puntos), METODOLOGÍAY PLANIFICACIÓN DEL PROYECTO (17 puntos) y EQUIPO DE TRABAJO (17 puntos), que a su vez contienen varios subcriterios. A continuación, se describen las propuestas recibidas: SAITEC, TEKIA e INGARTEK-TICMOVEO, se explica la valoración que se hace de su contenido y finalmente se procede a asignar puntuaciones a las tres ofertas. 

A la vista del contenido del informe técnico de valoración, este órgano considera que se cumplen los requerimientos de motivación legalmente exigidos. El informe describe cómo son las ofertas de los licitadores en ese apartado, igual que en el resto. Además, se puede apreciar que, en el caso de las ofertas de SAITEC y TEKIA, los técnicos consideran que son ofertas que describen “muy detalladamente” la distribución de tareas a realizar en cada fase del proyecto, calificativo que no se extiende a la oferta de INGARTEK-TICMOVEO. Finalmente, en la asignación de puntos se respeta la escala establecida en el apartado M del Cuadro de Características sobre los criterios de adjudicación no evaluables mediante fórmulas, de tal forma que se valoraría con un 75% de la puntuación total aquellas propuestas con un grado de calidad “bueno”. En el criterio analizado, el 75% se corresponde con los 4,5 puntos obtenidos por la recurrente.


Debemos acoger las alegaciones formuladas por TEKIA cuando afirma que no es posible sustituir el criterio técnico especializado del órgano de contratación por el postulado por el recurrente. Es decir, el OAFRC no puede acoger la pretensión de la recurrente referida a la obtención de mayor puntuación en un concreto criterio sujeto a juicios de valor. En efecto, de las resoluciones de los tribunales de recursos contractuales citadas por TEKIA (Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Navarra, Acuerdo nº 5/2025, de 21 de enero; Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, Resolución nº 1478/2024, de 20 de noviembre, Resolución nº 65/2024, de 25 de enero; Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Canarias, Resolución nº 261/2024, de 11 de noviembre, entre otras) se puede concluir que la función que debe llevar a cabo este órgano administrativo es revisar los elementos reglados del juicio técnico que subyace en una valoración de ofertas según los criterios previamente aprobados en los correspondientes pliegos que rigen la licitación. Así, deberá comprobar que se ha respetado el procedimiento legamente establecido, el contenido de los pliegos, que no se ha incurrido en error relevante y manifiesto en la valoración y que la selección del adjudicatario está suficientemente motivada. Cualquiera de estas circunstancias puede ser motivo para anular la adjudicación, pero este órgano no podrá alterar (o sustituir) las puntuaciones asignadas por el órgano de contratación al evaluar los criterios no sujetos a fórmulas automáticas. Por tanto, en la resolución de los recursos especiales en materia de contratación el Tribunal administrativo correspondiente debe limitarse a comprobar si se han seguido los trámites procedimentales y de competencia, analizar si se ha incurrido en error material y si se han aplicado formulaciones arbitrarias o discriminatorias (TACRC Resol 785/2017; 28/2015; 184/2014; 176/2011). La Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ Aragón de 01-09-2022, rec. 381/2019, ilustraba sobre esta materia de la siguiente forma:

“..la Sala Tercera en su relativamente lejana sentencia de la sección 4ª de 27 de mayo de 2009, (rec. 4580/2006), evocando otras anteriores, ya vino a decir que la discrecionalidad técnica "... reduce las posibilidades del control de dicha actividad evaluadora, que prácticamente estarán constituidas por estos dos básicos supuestos: el de la inobservancia de los elementos reglados -cuando estos existan-, y el del error ostensible o manifiesto; y, consiguientemente, deja fuera de ese limitado control posible a aquellas pretensiones de los interesados que solo postulen una evaluación alternativa a la del órgano calificador, pero moviéndose también dentro de ese aceptado espacio de libre apreciación, y no estén sustentadas con un posible error manifiesto.".


En otros apartados sometidos a valoración, el recurrente también alega insuficiente motivación del órgano de contratación porque ha asignado el mismo número de puntos a todos los licitadores, cuando considera que su oferta era superior al resto. Para resolver la alegación debemos revisar nuevamente el informe de valoración de ofertas técnicas de 11 de marzo de 2025. Al igual que en el caso anterior, primero se describe en el informe el contenido de las ofertas, posteriormente se valora su contenido y finalmente se asigna puntuación. Por tanto, aunque la recurrente se considere merecedora de una “diferenciación positiva” de su oferta con respecto a los puntos otorgados al resto de licitadores, lo cierto es que el margen de discrecionalidad que asiste a la administración a la hora de valorar técnicamente las ofertas impone respetar su criterio mientras no conste de manera inequívoca y patente que incurre en error técnico (STS de 14 de marzo de 2018, rec. 2762/2015).
En cuanto al alegato de falta de motivación suficiente en el informe de valoración de la baja temeraria de TEKIA INGENIEROS SA, lo primero es acudir al Acuerdo de adjudicación recurrido. En él consta que la oferta económica de TEKIA se encontraba incursa en presunción de anormalidad según los criterios establecidos en el pliego de cláusulas administrativas particulares y en el cuadro de características. Por tanto, era de aplicación el procedimiento previsto en el art. 149 LCSP y, en consecuencia, se requirió a TEKIA que justificase la suficiencia de la oferta económica presentada para la realización de la totalidad de los servicios requeridos. TEKIA presentó la justificación el 8 de abril de 2025 y el Servicio de Movilidad y Transportes dicta un informe el 15 de abril de 2025 por el que considera que la baja está debidamente justificada y es coherente con la estructura de costes planteada por la licitadora.
Según lo establecido en el apdo. 6 del art. 149 LCSP:
“6. La mesa de contratación, o en su defecto, el órgano de contratación evaluará toda la información y documentación proporcionada por el licitador en plazo y, en el caso de que se trate de la mesa de contratación, elevará de forma motivada la correspondiente propuesta de aceptación o rechazo al órgano de contratación. En ningún caso se acordará la aceptación de una oferta sin que la propuesta de la mesa de contratación en este sentido esté debidamente motivada.”
Debemos añadir una precisión: no es necesario que la empresa licitadora aporte justificación exhaustiva, sino solamente que facilite a la Administración información que le permita llegar a la convicción de que su oferta se puede cumplir (TACRC Resol 309/2019). Y la motivación del órgano de contratación ha de ser reforzada en el caso de excluir la oferta por baja temeraria, pues esa debe ser una solución excepcional (TACRC Resol 1079/2018).
En el informe del órgano de contratación de 15 de abril de 2025 se recoge lo siguiente:
“En la documentación presentada por TEKIA INGENIEROS S.A. se hace una descripción detallada de los costes directos relacionados con el equipo de trabajo presentado en función del porcentaje de dedicación al proyecto de cada uno de los perfiles; en donde se desglosa el salario anual, los costes de Seguridad Social y los incrementos de salario según convenio durante la duración del contrato (29 meses). Estos importes son superiores a lo establecido en el convenio laboral que les aplica.
Además, se desglosa una serie de costes directos relacionados con horas de dedicación del personal adicional de apoyo al que hacen referencia en su oferta.
Por otra parte, realizan un cálculo de los gastos generales y del beneficio industrial que son acordes a lo establecido en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.
Finalmente, demuestran amplia experiencia en la ejecución de contratos similares y en el uso de herramientas tecnológicas que facilitan una gestión de proyectos eficiente; lo que implica una disminución de costes de ejecución en contraposición a si su experiencia en proyectos similares fuese mucho menor.”
Una vez expuesto lo anterior, el recurrente no aporta ningún argumento sólido que permita cuestionar la justificación de la viabilidad de la oferta de TEKIA, teniendo en cuenta que esta decisión del órgano de contratación, de carácter técnico, sólo puede ser revisada dentro de los límites del control de la discrecionalidad técnica, esto es, si resulta ser una decisión injustificada o que está viciada por algún error manifiesto y constatable (TACRC Resol 786/2014). A efectos ilustrativos, cabe indicar que la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª, en Sentencia de 13 Mar. 2019, Rec. 1118/2016, ampara la interpretación de la viabilidad de la oferta realizada por el órgano de contratación cuando no se ha revelado “manifiestamente equivocada, irracional o arbitraria.”
Vistos los preceptos legales de aplicación, este Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales emite la siguiente

RESOLUCIÓN

Primero. - Desestimar el recurso especial en materia de contratación interpuesto por XXXXX XXXXXXX, en representación de la entidad UTE INGARTEK-TICMOVEO SL contra Acuerdo del Consejo de Gobierno Foral 353/2024, de 17 de junio, que decide adjudicar el contrato a la empresa TEKIA INGENIEROS, SA.

Segundo. - Levantar la suspensión cautelar acordada por este OAFRC, por Resolución 21/2025 de 10 de julio.

Tercero. - Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la interposición del recurso, por lo que no procede la imposición de sanción prevista en el artículo 58.2 de la LCSP. 

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al de la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1.f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
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